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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece sanciones a procedimientos de cobranzas ilegales.

BOLETÍN Nº 1990- 03.

_________________________________

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de presentaros su segundo informe acerca del proyecto de ley de la referencia, que tuvo su origen en una moción del H. Diputado señor Aníbal Pérez y del ex Diputado señor Luis Valentín Ferrada.


A la sesión en que la Comisión conoció de las indicaciones formuladas a la iniciativa legal concurrió el señor Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, don Claudio Troncoso Repetto.

- - - 


Dejamos constancia de las siguientes materias para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado:


I.- No fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones el artículo 1º, Nºs. 1 y 2, y el artículo 2º.


II.- Sólo fue objeto de indicaciones rechazadas el número 3 del artículo 1º.


III.- No hay indicaciones aprobadas.


IV.- Se rechazaron las únicas indicaciones presentadas, signadas 1 y 2.

- - - 


A esta iniciativa de ley se formularon sólo dos indicaciones, las que se describen a continuación junto con los acuerdos adoptados sobre el particular.

Artículo 1º

Número 3)


Este numeral intercala en el párrafo 3º del Título III de la ley Nº 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, a continuación del artículo 39, dos nuevos artículos, numerados 39 A y 39 B.


El artículo 39 A precisa que constituyen infracciones a la ley sobre protección de los derechos de los consumidores la exigencia de gastos de cobranza distintos o superiores a los que resulten de la aplicación del sistema de cálculo que hubiere sido informado previamente al consumidor de acuerdo al artículo 37, letra e); la aplicación de modalidades o procedimientos de cobranza extrajudicial prohibidos por el inciso segundo del artículo 37, diferentes de los que se dieron a conocer en virtud de la misma disposición o, en su caso, distintos de los que estén vigentes como consecuencia de los cambios que se hayan introducido conforme al inciso tercero del mismo artículo, y la vulneración de lo dispuesto en el artículo 38.


Conforme a las disposiciones a que se alude, en toda operación de consumo en que se conceda crédito directo al consumidor, el proveedor deberá poner a su disposición la información relativa al sistema de cálculo de los gastos que genere la cobranza extrajudicial de los créditos impagos, incluidos los honorarios que corresponda, y las modalidades y procedimientos de dicha cobranza (letra e) del artículo 37).


Entre las modalidades y procedimientos de la cobranza extrajudicial se indicará si el proveedor la realizará directamente o por medio de terceros y, en este último caso, se identificarán los encargados; los horarios en que se efectuará, y la eventual información sobre ella que podrá proporcionarse a terceros de conformidad a la ley sobre protección de los datos de carácter personal. Las actuaciones de cobranza extrajudicial, agrega la norma,  no podrán afectar la privacidad del hogar, la convivencia normal de sus miembros ni la situación laboral del deudor, y deberán  realizarse durante los días y horas que declara hábiles el artículo 59 del Código de Procedimiento Civil. (inciso segundo del artículo 37)


El proveedor deberá informar también que tales modalidades y procedimientos de cobranza extrajudicial pueden ser cambiados anualmente en el caso de operaciones de consumo cuyo plazo de pago exceda de un año, en términos de que no resulte más gravoso ni oneroso para los consumidores ni se discrimine entre ellos, y siempre que de tales cambios se avise con una anticipación mínima de dos períodos de pago. (inciso tercero del artículo 37)


La indicación número 1, del H. Senador señor Sabag, propone agregar, al final del artículo 39 A antes descrito, que constituyen infracciones a esta ley “cualquier arbitrio ilegítimo, presión sicológica o amenaza que se ejerza contra el deudor o su familia en el procedimiento de cobranza extrajudicial”.


La Comisión tuvo presente que los conceptos que sugiere agregar la indicación están recogidos, con una mejor formulación jurídica, en el proyecto de ley que propusimos en el primer informe.


En efecto, advertimos en aquella oportunidad que los términos considerados en el proyecto de ley aprobado por la H. Cámara de Diputados -que corresponden a los que propone la indicación- producirían variadas dificultades, por la falta de precisión o indeterminación excesiva de las conductas que se quiere describir (“arbitrio ilegítimo, presión psicológica”), o por producir el efecto opuesto al que se pretende (“amenaza”), al desincriminarla penalmente en forma parcial.


Debido a esas circunstancias, en lo que atañe a arbitrios ilegítimos o presión psicológica, la Comisión resolvió precisar los casos en que serán lícitos las modalidades y procedimientos que se empleen en la cobranza extrajudicial.  Ellos son solamente los que hayan sido informados en forma previa al consumidor, entre los cuales, en ningún caso, podrán contemplarse actuaciones que afecten la privacidad del hogar, la convivencia normal de sus miembros ni la situación laboral del deudor, o que se realicen durante días feriados u horas que no sean las que medien entre las 8 y las 20 horas.


Así lo consigna el mismo artículo 39 A que la indicación propone adicionar, al establecer que “constituyen infracciones a esta ley ... la aplicación de modalidades o procedimientos de cobranza extrajudicial prohibidos por el inciso segundo del artículo 37, diferentes de los que se dieron a conocer en virtud de la misma disposición o, en su caso, distintos de los que estén vigentes como consecuencia de los cambios que se hayan introducido conforme al inciso tercero del mismo artículo”.


Por otra parte, en lo concerniente a las amenazas, se estimó más apropiado introducir modificaciones puntuales a las figuras delictivas que se describen en los artículos 296 y 297 del Código Penal, encaminadas a facilitar su aplicación judicial cuando los excesos o abusos cometidos en las modalidades y procedimientos de cobranza extrajudicial superen el marco infraccional de la ley Nº 19.496 y configuren las conductas reprimidas por la ley penal.


- En virtud de lo anterior, la unanimidad de los integrantes de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Díez, Larraín, Hamilton y Viera-Gallo, acordó rechazar la indicación.

- - -


La segunda indicación, signada con el número 2, de los HH. Senadores señores Bitar y Muñoz Barra, propone agregar un artículo 39 C nuevo en la ley Nº 19.496.


La disposición define los gastos de cobranza como toda estipulación establecida en el respectivo contrato, que da origen a la operación de crédito, que implique el cobro de cualquier suma destinada a cubrir los costos de los procedimientos utilizados para obtener la recuperación extrajudicial de los créditos impagos.  En seguida, señala que en todo caso, dichas sumas no podrán superar el 10% de la cuota en mora, cuando ésta exceda de una UF, y no serán inferiores a 0,10 UF.  Por último, sanciona con la nulidad absoluta cualquier estipulación contraria.


Observaron los HH. Señores integrantes de la Comisión que la indicación en estudio pretende restablecer la idea que se consultaba en el inciso segundo del artículo único que contemplaba el proyecto aprobado por la H. Cámara de Diputados, en el sentido de fijar un marco legal mínimo y máximo para los cobros que se efectúen por concepto de gastos de cobranza.  La única diferencia es que allí el monto máximo alcanzaba a un 5% del capital adeudado o de la cuota vencida.


Se tuvo presente, sobre el particular, que la iniciativa de ley aprobada por la H. Cámara de Diputados básicamente se circunscribía a esta materia, además de prohibir el uso de presiones, amenazas o arbitrios ilegítimos en el cobro de los créditos, lo cual fue sustituido en nuestro primer informe por una regulación más completa de los diferentes aspectos incluidos en la cobranza extrajudicial de créditos, tanto en su ámbito civil, a través de adecuaciones a la ley sobre protección de los derechos de los consumidores, como en sus alcances penales, mediante cambios al delito de amenazas.


- Al someterse a votación la indicación en análisis, resultó rechazada por cuatro votos en contra, de los HH. Senadores señores Aburto, Díez, Larraín y Viera-Gallo, y la abstención del H. Senador señor Hamilton.


Fundamentando su voto, el H. Senador señor Aburto sostuvo que el sistema propuesto por la indicación resulta absolutamente perjudicial tanto para los pequeños deudores, quienes verán reducidas sus posibilidades de acceder al crédito, como para quienes tienen deudas más elevadas, respecto de los cuales lo oneroso de la cobranza podría afectar sustancialmente su capacidad de pago.


El H. Senador señor Díez, a su turno, afirmó que la indicación omite dos cuestiones básicas. En primer lugar, no considera la dificultades que implica la recuperación de los diferentes tipos de deudas que puedan contraerse, el tiempo empleado en esas gestiones ni el monto de las cuotas respectivas, por lo que el porcentaje fijado, en algunos casos, puede ser excesivamente alto y en otros de tan poca significación que transforme en incobrables numerosos créditos. En segundo lugar, afecta de manera importante la posibilidad de las personas de acceder a los bienes que suministra el mercado, que es una cuestión esencial en el sistema económico existente en nuestra sociedad, ya que los créditos de montos bajos experimentarán un importante descenso por las mayores dificultades que lógicamente se pondrán para su otorgamiento, al verse perjudicada la posibilidad de satisfacer los gastos efectivamente realizados para lograr su recuperación.


El H. Senador señor Larraín agregó a los anteriores argumentos el hecho de que la indicación importa que la ley haga una estimación de los gastos de cobranza que puede estar completamente desvinculada de la realidad, lo cual es económicamente desaconsejable, y no responde al criterio del artículo 1571 del Código Civil en cuanto a que son de cargo del deudor los gastos que ocasione el pago.  Ello llevará a que ciertos deudores paguen por concepto de gastos de cobranza más de lo que les correspondería y otros menos.  En uno y otro caso, se pone en riesgo el derecho de propiedad, lo que da asidero a la prevención que hizo a la Comisión la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras respecto del mérito constitucional de la iniciativa, y a los informes en Derecho desfavorables que, también en relación con la fijación por ley de tarifas máximas y mínimas, hicieron los profesores señores Evans de la Cuadra y Cea Egaña.


El H. Senador señor Viera-Gallo explicó que estaba en desacuerdo con un sistema de determinación de los gastos de cobranza como el propuesto, que no efectúa diferencias según el monto de lo adeudado y el plazo transcurrido desde la época en que debió efectuarse el pago.  De tal forma, al no considerar aspectos como los anotados, pudiera ocurrir que en algunas situaciones el costo de cobranza llegara a ser extremadamente alto y en otros, en cambio, insuficiente para poder costear las actividades que implica obtener el pago de los montos adeudados.  Estimó que el porcentaje que se fija como monto máximo de la cobranza extrajudicial podría ocasionar que los gastos de cobranza fuesen excesivos, en la medida que se adeudase una cantidad importante.  Consideró que esta materia debería ser definida por la Comisión Mixta de Senadores y Diputados a que seguramente dará lugar la proposición del Senado, instancia que debiera estudiar un sistema de fijación de los gastos de cobranza que se haga cargo de los diferentes aspectos involucrados, de tal forma de no perjudicar el otorgamiento de créditos pequeños.

- - -


Como consecuencia de los acuerdos reseñados, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento os propone aprobar, en particular, el mismo proyecto de ley que tuvísteis a bien aceptar en general.

- - -


Para mayor ilustración, el tenor de esa iniciativa es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1º.- Introdúcese las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores:

1.- Sustitúyese la letra e) del artículo 37 por la siguiente:


“e) El sistema de cálculo de los gastos que genere la cobranza extrajudicial de los créditos impagos, incluidos los honorarios que corresponda, y las modalidades y procedimientos de dicha cobranza.”


2.- Intercálase los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, en el artículo 37, pasando el actual inciso segundo a ser cuarto:


“Entre las modalidades y procedimientos de la cobranza extrajudicial se indicará si el proveedor la realizará directamente o por medio de terceros y, en este último caso, se identificarán los encargados; los horarios en que se efectuará, y la eventual información sobre ella que podrá proporcionarse a terceros de conformidad a la ley sobre protección de los datos de carácter personal. Las actuaciones de cobranza extrajudicial no podrán afectar la privacidad del hogar, la convivencia normal de sus miembros ni la situación laboral del deudor, y deberán  realizarse durante los días y horas que declara hábiles el artículo 59 del Código de Procedimiento Civil.


Se informará, asimismo, que tales modalidades y procedimientos de cobranza extrajudicial pueden ser cambiados anualmente en el caso de operaciones de consumo cuyo plazo de pago exceda de un año, en términos de que no resulte más gravoso ni oneroso para los consumidores ni se discrimine entre ellos, y siempre que de tales cambios se avise con una anticipación mínima de dos períodos de pago.”.


3.- Intercálase en el párrafo 3º del Título III, a continuación del artículo 39, los siguientes artículos:


“Artículo 39 A.- Asimismo, constituyen infracciones a esta ley la exigencia de gastos de cobranza distintos o superiores a los que resulten de la aplicación del sistema de cálculo que hubiere sido informado previamente al consumidor de acuerdo al artículo 37, letra e); la aplicación de modalidades o procedimientos de cobranza extrajudicial prohibidos por el inciso segundo del artículo 37, diferentes de los que se dieron a conocer en virtud de la misma disposición o, en su caso, distintos de los que estén vigentes como consecuencia de los cambios que se hayan introducido conforme al inciso tercero del mismo artículo, y la vulneración de lo dispuesto en el artículo 38.


Artículo 39 B.- Si se cobra extrajudicialmente créditos impagos del proveedor, el consumidor siempre podrá pagar directamente a éste el total de la deuda vencida, incluidos los gastos de cobranza que procedieren, aunque el proveedor haya conferido diputación para cobrar y recibir el pago, o ambos hayan designado una persona para estos efectos. Lo anterior no obsta a que las partes convengan en que el proveedor reciba por partes lo que se le deba.


En esos casos, por la recepción del pago terminará el mandato que hubiere conferido el proveedor, quien deberá dar aviso inmediato al mandatario para que se abstenga de proseguir en el cobro, sin perjuicio del cumplimiento de las obligaciones que establece el artículo 2158 del Código Civil.


Lo dispuesto en este artículo, en el artículo 37, letra e) e incisos segundo y tercero, y en el artículo 39 A será aplicable, asimismo, a las operaciones de crédito de dinero en que intervengan las entidades fiscalizadas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, sin perjuicio de las atribuciones de este organismo fiscalizador”. 


Artículo 2º.- Introdúcese las siguientes modificaciones al Código Penal:


1.- Sustitúyese el numerando primero del artículo 296 por  el siguiente :


“1.° Con presidio menor en sus grados medio a máximo, si hubiere hecho la amenaza exigiendo una cantidad o imponiendo ilegítimamente cualquiera otra condición y el culpable hubiere conseguido su propósito.”.


2.- Agrégase la siguiente frase al numerando tercero del artículo 296, cambiando el punto aparte (.) por un punto y coma (,):


“a no ser que merezca mayor pena el hecho consumado, caso en el cual se impondrá ésta:”.


3.- Sustitúyese el artículo 297 por el  siguiente:


“Artículo 297. Las amenazas de un mal que no constituya delito hechas en la forma expresada en los números 1°o 2º del artículo anterior, serán castigadas con la pena de reclusión menor en sus grados mínimo a medio.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 14 de septiembre de 1999, con asistencia de los HH. Senadores señores Hernán Larraín Fernández (Presidente), Marcos Aburto Ochoa, Sergio Díez Urzúa, Juan Hamilton Depassier  y José Antonio Viera-Gallo Quesney.


Sala de la Comisión, a 16 de septiembre de 1999.


                     JOSÉ LUIS ALLIENDE LEIVA


                                     Secretario
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